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	Ejercicio de funciones jurisdiccionales por autoridades administrativas: Asesoría del Ministerio de Justicia en los procesos de pertenencia

	Norma demandada
	Ley 1564 de 2012. Artículo 24. Ejercicio de funciones jurisdiccionales por autoridades administrativas:

''Las autoridades administrativas a que se refiere este artículo ejercerán funciones jurisdiccionales conforme a las siguientes reglas:

(…)

4. El Ministerio de Justicia y del Derecho, o quien haga sus veces, a través de la dependencia que para tales efectos determine la estructura interna, podrá, bajo el principio de gradualidad en la oferta, operar servicios de justicia en todos los asuntos jurisdiccionales que de conformidad con lo establecido en la Ley 446 de 1998 sobre descongestión, eficiencia y acceso a la justicia han sido atribuidos a la Superintendencia de Industria y Comercio, Superintendencia Financiera y Superintendencia de Sociedades, así como en los asuntos jurisdiccionales relacionados con el trámite de insolvencia de personas naturales no comerciantes y los asuntos previstos en la Ley 1098 de 2006 de conocimiento de los defensores y comisarios de familia. También podrá asesorar y ejercer la representación judicial de las personas que inicien procesos judiciales de declaración de pertenencia con miras al saneamiento de sus propiedades.

(…)"
(Se subraya el texto de la norma demandada)



I-Cargos del accionante
La norma acusada de inconstitucional vulnera los artículos 29 y 116 de la Constitución, según los cuales administrar justicia es función privativa de la Rama Judicial salvo las excepciones que establezca la ley. En este sentido, el artículo demandado traslada labores de asesoría y representación legal al Ministerio de Justicia y del Derecho, que es un órgano de carácter eminentemente político, que por lo tanto no es competente para ejercer dichas facultades. 
El precepto tachado de inconstitucional transgrede el artículo 116 de la Constitución, pues no cumple los requisitos necesarios de una norma que otorgue funciones judiciales de forma excepcional a autoridades administrativas tales como: 

1. Existencia de reserva legal
2. Precisión en la definición y regulación de tales competencias. Es decir que se deben definir de forma clara y precisa, y a su vez, deben guardar una correspondencia o una conexidad con las funciones que ejerce normalmente esa autoridad administrativa
3. Las competencias deben interpretarse de forma restrictiva 

La disposición demandada otorga competencias judiciales supremamente amplias al Ministerio de Justicia para fallar procesos de pertenencia que tienen carácter privado y que no guardan relación funcional con esta entidad, vulnerando el artículo 29 de la Constitución que consagra el derecho fundamental al debido proceso, que implica el que una persona pueda acceder ante una autoridad competente para hacer valer sus intereses.
[bookmark: _GoBack]La última parte del precepto acusado consagra que la autoridad que debe conocer de la asesoría y representación legal en los procesos de pertenencia es el MinJusticia. Sin embargo, mediante la sentencia C-156 de 2013 la expresión “Ministerio de Justicia y el Derecho” fue declarada inconstitucional, es decir, que las funciones se encuentran sin una autoridad que las ejerza, y los particulares no conocen ante quien deben acudir para hacer valer sus intereses en materia de procesos de pertenencia. 
II. Actuación
Demanda archivada por falta de subsanación dentro del término legal.




	
	
	



